
 

 

 

 

 

DIPUTADO JOSÉ ANTONIO SALAS VALENCIA 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL  

H. CONGRESO DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO 

PRESENTE. - 

 

Ernesto Núñez Aguilar, Diputado integrante de la Septuagésima Cuarta Legislatura 

del Honorable Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, con fundamento en 

los artículos 36 fracción II y 44 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Michoacán de Ocampo, 8 fracción II, 234 y 235 de la Ley Orgánica y 

de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, me permito 

someter a consideración de esta Soberanía, la Iniciativa con proyecto de Decreto 

mediante el cual se expide la Ley de Recuperación de Aprovechamiento de 

Alimentos del Estado de Michoacán de Ocampo, al tenor de la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 
 
Uno de los retos de la sociedad moderna es lograr que todos los habitantes del 

planeta accedan a los insumos necesarios para su sobrevivencia, toda vez que 

existen las condiciones técnicas para alcanzar este objetivo. 

Prueba de lo anterior es la cantidad de excedentes que cada año se producen en 

todo el mundo, incluyendo a nuestro país. Al respecto, se estima que alrededor del 

mundo se desperdician 1,300 millones de toneladas de alimentos al año, lo cual 

equivale a un tercio de los alimentos producidos para el consumo humano; Tan sólo 

en América Latina, de acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas para la 

Alimentación y la Agricultura (FAO), se pierden hasta 127 millones de toneladas de 

alimentos anualmente. 



 

Según el documento “Food Losses and Food Waste in Mexico: quantification and 

some proposals for public policy”, elaborado por el Banco Mundial, el total de las 

pérdidas y desperdicio de alimentos en nuestro país es mayor a 20.4 millones de 

toneladas por año. El mismo documento señala que si toda la comida que es 

desperdiciada en México fuera recuperada, ésta alcanzaría para alimentar a toda la 

población mexicana en carencia alimentaria. 

 

El estudio, presentado en diciembre de 2017, reveló que de 79 alimentos 

representativos en la canasta alimentaria de México se calcula un desperdicio de 

20.4 millones de toneladas cada año, que implica grandes impactos ambientales 

por excesivo uso de agua y generación de bióxido de carbono. De acuerdo con el 

estudio, “si los alimentos perdidos y desperdiciados fueran recuperados sería 

posible atender la deficiencia alimentaria de más de 7.4 millones de mexicanos”. 

 
Las implicaciones del desperdicio de alimentos también abarcan al proceso de 

producción: la huella de carbono global relacionado con este fenómeno se calcula 

en 3,300 millones de toneladas de dióxido de carbono, mientras que se utilizan 

aproximadamente mil 400 millones de hectáreas para producir alimentos que no se 

consumen (una superficie mayor a la de Canadá e India juntos), y la huella hídrica 

representaría hasta 3.6 veces el consumo total de Estados Unidos. 

 

En el caso mexicano, la cantidad de alimentos desperdiciados genera 36 millones 

de toneladas de CO2, lo que equivaldría a las emisiones anuales de 16 millones de 

vehículos, y por esta misma causa se estima la pérdida de 40 mil millones de litros 

de agua. 

En contraste, se ha logrado alcanzar el millón de hectáreas sembradas destinadas 

para generar alimentos orgánicos, cifra que ha permitido que México se mantenga 

en el séptimo sitio como productor de agroalimentos a nivel mundial y el cuarto en 

América, de acuerdo con cifras de 2017 dadas a conocer por la Secretaría de 

Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa). 

El Estado está obligado a proveer de las condiciones óptimas para que toda persona 



pueda acceder a una alimentación sana, garantizando la disponibilidad de los 

alimentos. 

En este sentido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce 

el derecho a la alimentación de forma explícita en su artículo cuarto, el cual 

establece que “Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y 

de calidad”. El derecho a la alimentación se amplía para proteger a un sector de la 

población en situación de mayor vulnerabilidad, obligando a la Federación, los 

Estados y Municipios a desarrollar mecanismos para apoyar la nutrición de los 

indígenas y familias migrantes mediante programas de alimentación, con especial 

atención a la población infantil. 

 

Para lograr revertir esta situación se deben promover medidas tendientes a evitar el 

desperdicio de alimentos mediante la generación de esquemas de recuperación, a 

efecto de garantizar el derecho humano a una alimentación nutritiva, suficiente y de 

calidad a aquellos sectores de la población que por diferentes causas no pueden 

satisfacer esa necesidad básica. 

 
La merma, pérdida y desperdicio de alimentos en México es equivalente a más de 

un tercio de los alimentos producidos. El desperdicio se puede dar en las etapas de 

producción, pos-cosecha y procesamiento de alimentos, así como de venta 

minorista y consumo final. 

 

En nuestro país, la problemática de pérdida de alimentos es mayor en los primeros 

eslabones de la cadena de producción de alimentos (desde la pre-cosecha). 

En la fase de producción primaria la cosecha no compensa el costo del transporte 

e incita a los productores a dejar los productos en el campo, debido a la volatilidad 

de precios del mercado. También se pierden alimentos en esta etapa porque en 

ocasiones no cumplen con estándares de calidad exigidos por el mercado. Lo 

mismo sucede con el producto cosechado, que se pierde por no alcanzar los 

criterios de calidad. En la industria de la transformación la pérdida se debe a 

envases o embalajes dañados, o bien, errores de envasado (errores de impresión). 

 



En la etapa de distribución y comercialización se pierden alimentos por mal manejo, 

principalmente de los perecederos, por tener una fecha próxima de caducidad o por 

que exceden la misma. 

Finalmente, en la fase de consumo se desperdicia una gran cantidad de alimentos 

debido a los malos hábitos de planificación al comprar los alimentos o falta de 

comprensión de las etiquetas, entre otros factores. En hoteles, restaurantes, 

comedores escolares y hogares se desechan alimentos ya preparados, por no ser 

del agrado del consumidor. 

De acuerdo a Genaro Aguilar Gutiérrez, secretario del Grupo Técnico de Pérdidas 

y Merma de Alimentos de la Cruzada Nacional Contra el Hambre, en México se 

desperdician al año una cantidad de alimentos que representa el 37 por ciento de la 

producción agropecuaria en el país. Igualmente, señala que el monto de las 

pérdidas y mermas asciende a más de 100 mil millones de pesos. Según Aguilar 

Gutiérrez, si se recuperara el alimento desperdiciado se podría alimentar durante 

semanas a toda la población objetivo de la Cruzada Nacional Contra el Hambre, es 

decir, 7.4 millones de personas que padecen de pobreza extrema y carencia 

alimentaria. En este sentido, detalló se podría proporcionar cada semana 16 litros 

de leche a cada familia pobre durante todo un año; 3.5 kilos de papa; 2.6 kilos de 

cebolla; 5 kilos de jitomate; 7 kilos de pollo; 3.6 kilos de carne de puerco y 4.2 kilos 

de carne de res. 

El problema de carencia alimentaria que existe en México no es un tema de 

insuficiencia de alimentos, sino de aprovechamiento y distribución ineficiente de los 

mismos. 

La pérdida de alimentos tiene impactos sociales, económicos y ambientales. Implica 

la utilización de recursos naturales e insumos agrícolas que también acaban 

desperdiciándose y generando impactos innecesarios, reduce la disponibilidad local 

y mundial de alimentos, genera pérdidas de ingresos para los productores, aumenta 

los precios para los consumidores e impacta de manera negativa en la salud y 

nutrición de la población. 

 

La ley que se propone pretende fortalecer las acciones que ya se llevan a cabo tanto 



por la sociedad civil como por las autoridades locales, por lo que se establecen las 

competencias de cada autoridad para evitar caer en contradicciones. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a consideración del Pleno de la 

Septuagésima Cuarta Legislatura del H. Congreso del Estado de Michoacán de 

Ocampo la siguiente iniciativa con proyecto de:  

 

D E C R E T O: 

 
 
Artículo Primero. Se expide la Ley de Recuperación y Aprovechamiento de 
Alimentos del Estado de Michoacán, para quedar como a continuación se presenta: 

 
Ley de  Recuperación y Aprovechamiento de Alimentos del Estado de 

Michoacán  
 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

 
Artículo 1. La presente Ley es de observancia general en todo el territorio del 
Estado de Michoacán; sus disposiciones son de orden público e interés social y 
tiene por objeto: 
I. Establecer los mecanismos de coordinación para que autoridades estatales y 

municipales desarrollen y amplíen la estructura institucional y física para la 
operación de Bancos de Alimentos en todos los Municipios del Estado; 

II. Determinar los lineamientos para evitar el desperdicio de alimentos permitiendo 
la donación de productos perecederos a los bancos de alimentos en beneficio de 
las comunidades con un alto índice de marginación; 

III. Garantizar el derecho a la alimentación por medio de la colaboración entre los 
tres niveles de gobierno y establecimientos como las centrales de abasto, 
mercados, tiendas de autoservicio, hoteles, restaurantes e industria de la 
transformación, para que sea posible el traslado y distribución de alimentos que 
no sean considerados para su comercialización y que los artículos que se 
encuentren en condiciones para su consumo puedan llegar a Bancos de 
Alimentos o a las organizaciones civiles o comunitarias que éstos les indiquen, a 
través de un Comité que para tal efecto se conforme. 

IV. Regular el tratamiento comercial en las tiendas de autoservicio de los alimentos 
perecederos, enlatados y envasados a efecto de recuperar alimentos que son 
susceptibles de ser consumidos y aprovechados, aunque no cumplan con 
requisitos comerciales. 

V. Establecer mecanismos para que los alimentos que no sean comercializados, 
utilizados o entregados directamente a Bancos de Alimentos o a las 
organizaciones civiles o comunitarias, puedan ser entregados a los municipios o 



localidades con un mayor índice de marginación, a través del Comité que para 
tal efecto se conforme. 

VI. El establecimiento de medidas que permitan a beneficiarios de programas de 
asistencia social y aquellos que por su condición se encuentren en situación de 
vulnerabilidad, acceder a los alimentos que sean descartados para su venta o 
aprovechamiento en las instalaciones de las centrales de abasto, mercados y 
tiendas de autoservicio. 

VII. Prohibir acciones que impidan el acceso a los alimentos que aún se encuentren 
en condiciones de ser consumidos. 

 
Artículo 2. La distribución de alimentos recuperados compete a las instituciones de 
gobierno, organismos de la sociedad civil y establecimientos comerciales señalados 
en la ley. 
 
Artículo 3. Para los efectos de la presente ley, se entiende por: 
 
I. Banco de Alimentos: Organización constituida con la finalidad de recuperar los 

excedentes de alimentos que son desechados, con la finalidad de distribuirlos a 
las personas en estado vulnerable y sin acceso a los artículos de la canasta 
básica. Dichos espacios pueden ubicarse como parte de la red de abasto social 
administrada por Diconsa o por asociaciones civiles; 

II. Beneficiario: La persona física que recibe a título gratuito los productos 
entregados por el donante, que carece de los recursos económicos suficientes 
para obtener total o parcialmente los alimentos que requiere para subsistir. 

III. Comité: Órgano constituido por representantes de la Secretaría, autoridades 
estatales y municipales, organismos de la sociedad civil y establecimientos 
comerciales que determinarán las fechas, horarios y entrega de los alimentos en 
las localidades con un índice de vulnerabilidad mayor; 

IV. Desperdicio de alimentos: Son los alimentos que se tiran o desperdician en la 
parte de las cadenas alimentarias que conducen a productos comestibles 
destinados al consumo humano. 

V. Diconsa: Diconsa, SA de CV, es la red de abasto social más grande del país, 
cuyo objetivo es garantizar la distribución de alimentos con alto contenido 
nutricional y económicamente accesibles en localidades con altos índices de 
marginación; 

VI. Donante: Persona física o moral que dona a título gratuito, alimentos aptos para 
el consumo humano. 

VII. Establecimientos comerciales: Lugares donde se comercializan alimentos, ya 
sea en su forma natural o procesados, entre los que se encuentran centrales de 
abasto, mercados, tiendas de autoservicio, hoteles, restaurantes e industria de la 
transformación de alimentos; 

VIII. Inegi: Instituto Nacional de Estadística y Geografía; 
IX. Norma Oficial Mexicana: NOM-014-SSA3-2013, Para la asistencia social 

alimentaria a grupos de riesgo; 
X. NOM-051-SCFI/SSA1-2010: Especificaciones generales de etiquetado para 

alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados-Información comercial y 
sanitaria; 



XI. SAT: Servicio de Administración Tributaria; 
XII. Secretaría: Secretaría de Desarrollo Social y Humanos. 

Capítulo II 
Distribución de Competencias 

 
Artículo 4. El Poder Ejecutivo y los municipios ejercerán sus respectivas 
atribuciones para garantizar el derecho a la alimentación a través de la recuperación 
y distribución de alimentos, de conformidad con las competencias establecidas en 
la presente Ley. 
 
Artículo 5. Las atribuciones que la presente Ley otorga al Ejecutivo Estatal serán 
ejercidas a través de las dependencias y entidades que integran la administración 
pública Estatal centralizada y paraestatal, de conformidad con las facultades que le 
confiere esta Ley, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Michoacán de Ocampo, la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Michoacán 
y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
 
 

 
Artículo 6. Son atribuciones del Ejecutivo del Estado las siguientes: 
I. La formulación, aplicación y evaluación de los mecanismos de coordinación para 

que autoridades estatales y municipales desarrollen y amplíen la estructura 
institucional y física para la operación de Bancos de Alimentos en todos los 
Municipios del Estado; 

II. Establecer los lineamientos para evitar el desperdicio de alimentos, en los que se 
permita la donación de productos perecederos a los Bancos de Alimentos de las 
comunidades con un alto índice de marginación; 

III. Formular las reglas de operación sobre la colaboración entre los tres niveles de 
gobierno y los donantes para el traslado y distribución de alimentos; 

IV. Emitir la regulación del tratamiento comercial en los establecimientos de 
autoservicios de los alimentos perecederos, enlatados y envasados, a efecto de 
recuperar aquellos que sean susceptibles de ser consumidos y aprovechados, 
aunque no cumplan con los requisitos comerciales, siguiendo los lineamientos de 
la NOM-051-SCFI/SSA1-2010; 

V. Establecer los lineamientos para que los alimentos que no sean comercializados, 
utilizados o entregados directamente a Bancos de Alimentos o a las 
organizaciones civiles o comunitarias puedan ser entregados a los municipios o 
localidades con un mayor índice de marginación a través del Comité; 

VI. Emitir la regulación para que beneficiarios de asistencia social y aquellos que 
por su condición se encuentren en situación de vulnerabilidad, puedan acceder 
a los alimentos que sean descartados para su venta o aprovechamiento en las 
instalaciones de las centrales de abastos, mercados y tiendas de autoservicio; 

VII. Establecer la regionalización de las zonas de más alta marginación en el 
territorio estatal, así como el establecimiento de calendarios para la distribución 
de alimentos; 

VIII. La promoción y difusión de actividades permanentes para que organismos de 
la sociedad se integren a los esquemas de recuperación de alimentos; 



IX.  Integrar el Comité de conformidad con lo establecido en el artículo 11 de la 
presente Ley; 

X. Garantizar la operación de al menos un Banco de Alimentos en su territorio, o 
bien, el número necesario para cubrir las necesidades de las comunidades con 
mayor vulnerabilidad; 

XI. Crear un padrón de establecimientos comerciales en el que se especifiquen los 
diferentes esquemas de donación de alimentos a fin de garantizar el flujo 
constante de productos recuperados destinados a los centros de acopio. 

XII. Fomentar entre los ciudadanos una cultura de recuperación y donación de 
alimentos; 

XIII. Promover y difundir información que concientice a los consumidores y los 
sectores público, social y privado sobre la importancia de evitar el desperdicio 
de alimentos y de propiciar la donación de los mismos; 

XIV. Las demás que esta y otras Leyes le atribuyan. 
 
 
Artículo 8. Corresponden a los municipios, las siguientes atribuciones: 
 
I. Designar a su representante municipal ante el Comité; 
II. Conformar un Comité de recepción de alimentos, cuando el municipio se 

encuentre catalogado con un alto índice de marginación, de conformidad con los 
datos que emita el Inegi; 

III. Participar y colaborar con el Comité en la formulación, planeación y ejecución de 
la recuperación y donación de alimentos; 

IV. Promover y fomentar la participación de la sociedad en la recuperación y 
donación de alimentos; 

V. Coordinar con las autoridades federales y estatales la recuperación y donación 
de alimentos; 

VI. Operar la infraestructura a su cargo, en la promoción e implementación de 
acciones en favor de la recuperación y donación de alimentos en su territorio, a 
efecto de que lleguen de manera oportuna a la población con un alto índice de 
marginación; 

 
Capítulo III 

Del Acopio y Distribución de Alimentos Recuperados 
 

Artículo 9. Corresponde a la Secretaría, en coordinación con el Inegi, la 
catalogación de las zonas de más alta marginación, así como el desarrollo y 
distribución de los calendarios para la distribución de los alimentos recuperados a 
través de la red de almacenes Diconsa. 
La Secretaría vigilará el límite del etiquetado de caducidad de los alimentos 
procesados, a efecto de que éstos sean entregados a los beneficiarios dentro de un 
periodo razonable de vigencia, para su óptimo consumo, de conformidad con las 
Normas Oficiales Mexicanas; así como con la información publicada por el Sistema 
Nacional de Información para el Desarrollo Sustentable, según lo establecido en el 
párrafo segundo del artículo 109 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 
 



Artículo 10. Coordinar con Las autoridades de los tres niveles de gobierno para 
mantener actividades permanentes de promoción para que los organismos de la 
sociedad civil y establecimientos comerciales se integren a los esquemas de 
recuperación de alimentos. 
 
Artículo 11. Se deberá contar con un Comité integrado por un representante 
designado por la Secretaría, el titular o representante municipal de desarrollo social, 
en donde se ubiquen zonas de alta marginación, y representantes de organismos 
de la sociedad civil y establecimientos comerciales. 
 
Artículo 12. Las reuniones de los Comités deberán darse al menos una vez cada 
seis meses, con el objetivo de diseñar, mejorar y ampliar los mecanismos para la 
donación, traslado, recepción, almacenamiento y distribución de los alimentos que 
no sean considerados para su comercialización. 
 
Artículo 13. Las decisiones de los Comités deberán ser públicas, así como los 
informes derivados de la operación de los centros de acopio o Bancos de Alimentos, 
ya sea que se encuentren administrados por las autoridades gubernamentales, 
asociaciones civiles, establecimientos mercantiles que deseen acceder a los 
beneficios fiscales establecidos por la ley. 
 
Artículo 14. Los establecimientos comerciales que se integren al Comité podrán 
acceder a los beneficios fiscales que se determinen en la Ley del Impuesto Sobre 
la Renta, por concepto de donativos en especie a los Bancos de Alimentos, así 
como el traslado de artículos consumibles destinados a asociaciones civiles y/o 
comunitarias y otras que determine la ley. 
 
Artículo 15. El Comité de cada entidad desarrollará mapas de ubicación de los 
centros de acopio para la recuperación de alimentos, Bancos de Alimentos 
disponibles u otros espacios destinados para la captación y distribución de 
productos alimentarios. 
En las localidades donde ya se encuentren operando organismos de la sociedad 
civil que realicen actividades de apoyo para la alimentación de la población no se 
afectarán sus esquemas de acción, ni se les obligará a formar parte del Comité. 
Serán notificados de su integración en el mapeo mencionado y tendrán preferencia 
en el diseño para la ampliación de las acciones de acopio y distribución de 
alimentos. 
 
Artículo 16. Las actividades de acopio, traslado y distribución de alimentos 
realizadas por el Comité, las organizaciones civiles y autoridades gubernamentales 
deberán circunscribirse al diseño de las reglas de operación determinadas por la 
Secretaría. 
 
Artículo 17. Los gobiernos municipales deberán integrar un padrón de 
establecimientos comerciales que se integren a los diferentes esquemas de 
donación de alimentos, a fin de garantizar el flujo constante de productos 
recuperados destinados a los centros de acopio. 



 
Artículo 18. La vigencia del convenio para que los establecimientos mercantiles se 
mantengan como integrantes de alguno de los esquemas de prevención del 
desperdicio y recuperación de alimentos será de al menos un año fiscal. 
 
Artículo 19. La Secretaría, en coordinación con el Comité, promoverá la 
participación de los centros comerciales para establecer lineamientos que permitan 
la recuperación de los productos perecederos, enlatados y envasados, a efecto de 
que éstos sean entregados a los beneficiarios dentro de un período razonable de 
tiempo para su óptimo consumo, de conformidad con la Norma Oficial Mexicana, 
así como con la información publicada por el Sistema Nacional de Información para 
el Desarrollo Sustentable. 
 
Artículo 20. Quienes sean beneficiarios de programas de asistencia social, no 
serán excluidos en la distribución de alimentos recuperados. 
 
Artículo 21. Para el diseño de las reglas de operación, la Secretaría tomará en 
consideración la Norma Oficial Mexicana, así como la información publicada por el 
Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Sustentable. 
 
Asimismo, considerará la información enviada por el Comité, así como los siguientes 
lineamientos generales: 
I. Entrega de alimentos en instalaciones de Bancos de Alimentos o en las 

instituciones de beneficencia determinados por éstos en coordinación con el 
Comité de su localidad o entidad. 

1. A través del portal del SAT: “Sistema de avisos de destrucción y donación de 
mercancías”, los bancos de alimentos realizarán la solicitud de la cantidad y 
tipo de alimentos que pueden recibir ya sea directamente o a través de 
organizaciones de beneficencia. 

2. Se establecerá la obligación de entregar los alimentos seleccionados en las 
instalaciones de los Bancos de Alimentos o donde estos indiquen. 

II. Entrega en municipios o localidades con un mayor índice de marginación. 
1. Aplicable para aquellas comunidades catalogadas como de alta marginación por 

el Inegi y en donde no exista un Banco de Alimentos en un radio de 150 
kilómetros. 

2. Se deberá conformar un Comité para la recepción de alimentos, el cual solicitará 
a los donantes los alimentos que de acuerdo al número de habitantes 
requieran. 

3. El donante señalará fecha y hora para la entrega de los alimentos. 
4. Las entregas deberán hacerse, de preferencia, cada semana en el lugar que para 

tal efecto señale el Comité. 
 
III. Entrega en instalaciones del donante. 
1. Centrales de abasto, mercados y tiendas de autoservicio deberán tener una 

sección de alimentos que no puedan ser comercializados pero que todavía 
sean aptos para consumo humano o animal. 

2. Los beneficiarios de cualquier programa social estatal podrán solicitar a los 



donantes la entrega de estos alimentos previa acreditación con credencial o 
tarjeta que demuestre el programa del que son beneficiarios. 

 
Artículo 22. Queda prohibido que los establecimientos comerciales desechen 
alimentos que se encuentren en condiciones de ser consumidos, de acuerdo con lo 
establecido en las leyes federales y locales, así como las normas oficiales vigentes. 
 
Artículo 23. Queda prohibido realizar acciones de discriminación que impidan el 
acceso a los alimentos que aún se encuentren en condiciones de ser consumidos. 
 
Artículo 24. Los donativos que sean entregados a los organismos encargados de 
la recepción, almacenamiento y distribución de los alimentos recuperados estarán 
sujetos a la legislación fiscal vigente. 
 
Artículo 25. La autoridad promoverá que los establecimientos comerciales que 
generen volúmenes mayores de alimentos desechados, pero en condiciones de ser 
recuperados, se integren a los esquemas señalados en la ley. 
 

Capítulo IV 
De las Sanciones 

 
Artículo 27. El incumplimiento a las disposiciones de esta Ley será sancionable con 
la imposición de una multa en un rango de 100 a 10,000 Unidades de Medida y 
Actualización (UMA) y cuyo monto será destinado a la obtención y posterior 
distribución de alimentos en zonas marginadas. 
 

 
Transitorios 

 
Primero. La presente Ley entrará en vigor sesenta días naturales después de su 
publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de 
Michoacán de Ocampo. 
 
Segundo. La Secretaría tendrá como plazo 180 días para elaborar las reglas de 
operación que permitan la colaboración entre autoridades, sociedad civil y 
establecimientos comerciales para prevenir el desperdicio y recuperación de 
alimentos. 
 
Tercero. La Secretaría tendrá como plazo 30 días posteriores a la elaboración de 
las reglas de operación para la conformación del Comité.  
 
 

Palacio del Poder Legislativo, a los 28días del mes de Junio de 2019. 

  

ATENTAMENTE 



 

 

DIP. ERNESTO NÚÑEZ AGUILAR. 

 


